
 
 

 
 

CONTROL FISCAL - Concepto / GESTION FISCAL - Definición legal: implica 

manejo de bienes o fondos del Estado 
 
Al estar invocadas las normas antes citadas, en especial las dos últimas (art. 268 
de la Carta y art. 101 de la ley 42 de 1993), y aplicada la sanción prevista en la 
última, de suyo se tiene que el acto acusado fue expedido en ejercicio del control 
fiscal que las mismas le otorgan a la Contraloría General de la República, por 
cuanto dicha sanción está prevista para actos, hechos u omisiones relacionados 
directamente con la gestión fiscal, es decir, con el manejo de bienes o fondos del 
Estado, lo cual implica entre sus elementos o supuestos específicos, un sujeto 
pasivo cualificado y un objeto, que es justamente la gestión fiscal. Son dos, 
entonces, los conceptos allí involucrados: El de control fiscal y el de gestión fiscal. 
Sobre el primero, siguiendo el pronunciamiento más reciente de la Sala de 
Consulta y Servicio Civil de la Corporación, se tiene la siguiente delimitación de 
ese concepto: “El control fiscal es una función pública que tiene por objeto la 
vigilancia de la gestión fiscal de la administración y de los particulares que 
manejan fondos o bienes públicos, ejercida  por la Contraloría General de la 
República1, las contralorías territoriales y la Auditoría General, que se cumple 
mediante el ejercicio del control financiero, de gestión y de resultados, fundado en 
la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales, en 
forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y principios 
que establece la ley ( art. 267 de la C.P.)”2. En tanto que en ese mismo 
pronunciamiento la gestión fiscal se define así, con base en el artículo 3° de la ley 
610 de 2000: “Para los efectos de la presente ley, se entiende por gestión fiscal el 
conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los 
servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren 
recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, 
planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, 
consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así 
como a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los 
fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, 
economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y 
valoración de los costos ambientales”.   
 

MANEJO DE RECURSOS O BIENES DEL ESTADO - Control fiscal / OFICINA 

DE CONTROL INTERNO - No tiene función de gestión fiscal al no manejar 

recursos o fondos del Estado / OFICINA DE CONTROL DISCIPLINARIO 

INTERNO - No tiene función de gestión fiscal al no manejar recursos o 

fondos del Estado / SANCION POR GESTION FISCAL - Nulidad por indebida 

aplicación al no tener manejo de recursos o bienes del estado / PROCESO 

DE RESPONSABILIDAD FISCAL - Nulidad de la sanción por aplicación 

indebida de la norma a quien no tiene manejo de recursos o bienes del 

Estado 
 

                                         
1 El artículo 119 constitucional señala que “La Contraloría General de la República tiene a su cargo 
la vigilancia de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración”. En la Asamblea 
Nacional Constituyente. Informe – ponencia se precisó que “...la función fiscalizadora es de interés 
primordial del Estado, en cuanto tiene que ver con el correcto manejo de las finanzas públicas que 
son objeto de su atención. Los caudales o recursos que tienen las actividades gubernamentales 
provienen del pueblo y a él deben revertir en forma de servicios. (...) la Contraloría representa a la 
sociedad en cuanto que es ella la titular de sus finanzas en último término, pues en principio lo son 
del Estado. Vela porque los recursos que le proporciona al Estado estén correctamente 
manejados”. ( Gaceta Constitucional 59, jueves 25 de abril de 1991  )  
2 Concepto Núm. 1522 de 2003,  de 4 de agosto de 2003, Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado, consejero ponente doctor Flavio Augusto Rodríguez Arce. 



  

El actor invoca como violado, entre otros, el artículo 101 de la Ley 42 de 1993, 
antes transcrito, bajo el concepto de errónea interpretación por cuanto esa norma 
está restringida para aquellas personas que ‘manejen fondos o bienes del estado’, 
y que en su caso no le es aplicable toda vez que no manejaba fondos o bienes del 
Estado. De esa circunstancia también deduce la falta de competencia para 
sancionarlo y el abuso de poder. Sobre el particular, la Sala advierte que esa 
equivalencia o subsunción no es procedente, por cuanto en modo alguno el 
mencionado artículo le está dando o atribuyendo a la Oficina de Control Interno y 
Control Interno Disciplinario el manejo de recursos o fondos del Estado, ni el 
deber y las funciones que le atribuye encuadran en lo que jurídica y 
sustancialmente es gestión fiscal. En realidad, esas funciones son de vigilancia o 
seguimiento de las actividades propias de esa gestión o relacionadas con  la 
adquisición, explotación, administración y disposición de bienes públicos, que 
integran el patrimonio del Estado. Una cosa es la gestión fiscal y otra muy distinta 
es la vigilancia o el control que sobre ella se ejerce, de no ser así, resultaría que el 
control fiscal también sería gestión fiscal, esto es, sería a la vez la función y el 
objeto de esa función. Significa lo anterior que le asiste razón al actor en lo que 
concierne al cargo de violación de ese precepto, pues es evidente su indebida 
aplicación en este caso. La Sala considera que las anteriores son suficientes 
razones para declarar la nulidad del acusado, en orden a lo cual se revocará la 
sentencia apelada, y a título de restablecimiento del derecho se ordenará que la 
entidad demandada reintegre al actor el monto de la multa que finalmente le fue 
impuesta, cuyo pago lo efectuó el 29 de noviembre de 2002, según copia 
autenticada del comprobante que obra a folio 39, suma  que deberá ser 
actualizada de acuerdo con el artículo 178 del C.C.A. y sobre la cual se 
reconocerá el interés legal a partir de esa fecha hasta cuando quede ejecutoriada 
esta sentencia, por concepto de lucro cesante. 
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en el proceso de la referencia, mediante la cual negó las pretensiones de la 

demanda. 

  

I.- ANTECEDENTES 

 

1. LA DEMANDA 

 

En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho prevista en el 

artículo 85 del C.C.A., el señor LUIS RODRIGO MAHECHA RANGEL presentó 

demanda mediante apoderado ante el Tribunal Administrativo de Nariño para que 

se acceda a las siguientes: 

 

1. 1. Las pretensiones 

 

Primera.- Que declare la nulidad del acto administrativo conformado por las 

siguientes resoluciones: 

 

- Núm. 0000183 de 22 de julio de 2002, expedida por la Contraloría Delegada para 

el sector social de la Contraloría General de la República, mediante la cual le 

impuso sanción de multa en cuantía de $ 172.700; 

- Núm. 00185 de 26 de agosto de 2002 del 26 de agosto de 2002, proferida por la 

misma dependencia, mediante la cual decide el recurso de reposición interpuesto 

contra la anterior, en el sentido de confirmarla; y 

 

- 01899 de 16 de octubre de 2002, emanada de la Secretaría General de la 

Contraloría General de la República, por la cual confirma la primera y la modifica en 

cuanto aumenta el monto de la multa a $ 573.443.70 en virtud del recurso de 

apelación interpuesto contra la misma. 

 

Segunda.- Que a título de restablecimiento del derecho se ordene al organismo 

demandado pagarle los perjuicios materiales y morales ocasionados con los actos 

impugnados, cuya suma estima en TREINTA MILLONES DE PESOS discriminados 

así: 

 

- Dos millones quinientos mil pesos ($2.500.000.oo) por daño emergente 

correspondiente al valor actualizado de la multa finalmente impuesta, esto es, $ 

573.443.70. 



  

 

- Un millón quinientos mil pesos ( $1.500.000.oo) por lucro cesante 

 

- Cinco millones de pesos ($5.000.000.oo) por daños morales objetivados 

 

- Veintiún millón de pesos  ($21.000.000.oo) por daños morales subjetivos. 

 

1. 2. Los hechos que le sirven de fundamento 

 

En lo que interesa al asunto se relata en los hechos de la demanda que el actor 

había asumido la Dirección de la Oficina de Control Interno de la Universidad 

Pedagógica Nacional en febrero de 2000; que en enero de 2001, después de una 

visita rutinaria de la Contraloría a la Universidad Pedagógica Nacional, el 

Coordinador de Gestión de la Contraloría Delegada para el Sector Social informa 

que la Universidad se encuentra entre las entidades que han incumplido con la 

rendición de informes sobre austeridad del gasto público, dependencia que solicitó 

al Rector de la institución explicar la razón de ese incumplimiento. 

 

Después de que dicho funcionario respondiera el citado oficio, la mencionada 

dependencia de control inició proceso investigativo sancionatorio contra el actor, 

mediante auto en el que se cometen dos errores: uno, señalar a la Universidad 

como establecimiento público, cuando es un ente universitario autónomo estatal y 

otro, afirmar que el investigado manejaba fondos o bienes del Estado, siendo que 

no tiene tal manejo. Esa investigación culminó con los actos acusados, el último 

de los cuales (la Resolución 01899 de 2002) aumentó la sanción a $573.443, de 

modo que le empeoró la sanción.  

 

1. 3. Las normas violadas y el concepto de la violación 

 

Se señalan como normas violadas con la expedición de los actos acusados los 

artículos 1, 2, 3, 4, 6, 29, 113, 69, 121 y 123 de la Constitución Política al 

desconocerse los principios, disposiciones y reglas de competencia contenidas en 

tales preceptos según se expone en los hechos de la demanda y porque 

solamente se podía adelantar una acción disciplinaria, para lo cual la Contraloría 

no tiene competencia. 

 



  

El artículo 101 de la Ley 42 de 1993, ya que el actor no es un funcionario que 

maneje fondos o bienes del Estado. 

 

El artículo 357 del Código de Procedimiento Civil por haberse violado el principio 

nom reformatio in pejus al resolverse la apelación del acto demandado.  

 

II.- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La Contraloría General de la Nación manifiesta que se opone a las pretensiones de 

la demanda, para lo cual hace una recopilación comentada de la normativa 

constitucional y legal que regula el control fiscal y su procedimiento.  

 

III. LA SENTENCIA RECURRIDA 

 

El a quo advierte que las normas de rango legal que se invocan como violadas 

carecen del concepto de la violación, por lo que no estudia los respectivos cargos; 

que respecto de los artículos 1, 3, 4 y 113 de la Constitución Política cuya violación 

se hace consistir en abuso de poder,  observa que no se expone cómo pudo darse 

esa situación, de donde considera imposible examinar el cargo.  

 

Que si bien las universidades gozan de autonomía, ello no significa que escapen al 

control fiscal de la Contraloría general de la república, menos si se tiene en cuenta 

que los recursos de la Universidad Pedagógica son de origen estatal. 

 

Que por lo anterior no es de recibo el cargo de incompetencia en la expedición de 

los actos acusados; que la sanción no se debió a un manejo directo de fondos 

públicos, sino a la extemporaneidad en la presentación de los informes mensuales 

de austeridad de dicho gasto, pues el artículo 22 del Decreto 1737 de 1998 puso en 

cabeza de las oficinas de control interno y control interno disciplinario la labor de 

verificar mensualmente el cumplimiento de las disposiciones relativas a la 

austeridad en el gasto público y la de preparar y enviar al representante legal de la 

respetiva entidad y a los organismos de fiscalización un informe acerca de su 

cumplimiento. Como se deduce del mismo escrito de la demanda, el actor no 

cumplió con la obligación precitada. Por lo tanto tales cargos no prosperan.  

 

Finalmente considera que no se violó el principio de la nom reformatio in pejus por 

cuanto lo que hizo el Contralor General fue ajustar el monto de la multa debido a un 



  

error que en su tasación incurrió el funcionario de primera instancia. Al punto de la 

posibilidad de hacer ese ajuste, cita la sentencia T-155-95 de 6 de abril de 1995, de 

la Corte Constitucional. Por consiguiente negó la prosperidad del cargo.  

 

En consecuencia, negó las pretensiones de la demanda. 

 

IV.- EL RECURSO DE APELACIÓN 

 

El apoderado del actor apeló la sentencia por considerar que valora 

incorrectamente los hechos y las normas violadas, no analiza los argumentos 

expuestos en la demanda, incumpliendo así el artículo 170 del C.C.A. e 

incurriendo en una omisión grave, pues resulta evidente que se configuró el abuso 

de poder por cuanto la entidad demandada ejerció su poder por fuera de los 

parámetros establecidos en la ley y la Constitución, y que el sancionado no 

maneja recursos públicos. Que la vulneración del artículo 29 de la Constitución 

Política resulta de la violación del debido proceso en el trámite del asunto y la 

errónea interpretación normativa, además de que el pliego de cargos no es claro.  

 

Insiste en la falta de competencia en la expedición del acto acusado, citando al 

respecto la sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Constitucional, de 24 

de marzo de 1981; e igualmente reitera el cargo de violación del principio de la 

prohibición de la reformatio in pejus, tópico sobre el cual cita la sentencia T-410 

de 1995 de la Corte Constitucional, ya que en este caso se trató de apelante 

único, y si se encontró que debía aumentarse la sanción al resolver el recurso de 

apelación, debió dársele la oportunidad al apelante de recurrir, pues se estaba 

modificando el acto apelado.  

 

Que por lo anterior los actos acusados deben ser anulados, de donde solicita que 

se revoque la sentencia y se acceda a sus pretensiones. 

 

 

IV.- LOS ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

1.- El accionante retoma lo expuesto en los cargos de la demanda, y reitera las 

peticiones del mismo. 

 



  

2.- La entidad demandada reafirma sus argumentos a favor de la legalidad del 

acto acusado, tanto en sus aspectos sustanciales como procesales y de 

competencia, por lo que solicita que se confirme la sentencia apelada. 

 

2.- El Ministerio Público guardó silencio en esta oportunidad procesal.  

 

V.- DECISIÓN 

 

No observándose causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a 

decidir el asunto sub lite, previas las siguientes 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. El acto acusado  

 

1.1 Está conformado por las resoluciones núms: 0000183 de 22 de julio de 2002, 

expedida por la Contraloría Delegada para el sector social de la Contraloría 

General de la República, mediante la cual le impuso sanción de multa en cuantía 

de $ 172.700; 00185 de 26 de agosto de 2002 del 26 de agosto de 2002, proferida 

por la misma dependencia, mediante la cual decide el recurso de reposición 

interpuesto contra la anterior, en el sentido de confirmarla; y 01899 de 16 de octubre 

de 2002, emanada de la Secretaría General de la Contraloría General de la 

República, por la cual confirma la primera y la modifica en cuanto aumenta el monto 

de la multa a $ 573.443.70 en virtud del recurso de apelación interpuesto contra la 

misma. 

 

 

Las razones de hecho y de derecho de esa decisión consistieron en que la 

Universidad Pedagógica Nacional fue reportada como una de las entidades que 

habían incumplido con la rendición del informe sobre austeridad del gasto público 

que reglamentan los decretos 1737 y 17 38 de 1998 por no presentar los informes 

de los meses agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de 2000, por lo 

cual la Contraloría General de la república, a través de su Delegada para el Sector 

Social, le inició al actor   un proceso administrativo sancionatorio en su condición 

de Jefe de la Oficina de Control Interno, toda vez que el artículo 22 del Decreto 

1737 de 1998 establece que las oficinas de control interno y control disciplinario 

verificarán en forma mensual el cumplimiento de las disposiciones de ese decreto, 



  

y esas dependencias preparan y envían al representante legal de las entidades, 

entes u organismos respectivos y a los órganos de fiscalización un informe 

mensual que determina el grado de cumplimiento de esas disposiciones y las 

acciones que se deben tomar al respecto. 

 

Que el acervo probatorio arrimado al informativo administrativo demuestra de 

manera fehaciente la extemporaneidad en la presentación de los informes 

mensuales de austeridad en el gasto público por los meses citados, sin que las 

razones esgrimidas por el investigado lo exoneren de responsabilidad, y por ello 

existe una clara violación a la norma por la que se inició el proceso, de acuerdo 

con el artículo 101 de la Ley 42 de 1993. 

 

1.2- El Decreto 1737 de 1998, tuvo como objeto expedir medidas de austeridad y 

eficiencia y someter a condiciones especiales la asunción de compromisos por 

parte de las entidades públicas que manejan recursos del Tesoro Público, y fue 

expedido por el Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus 

facultades constitucionales y legales, en especial de las que le confiere el artículo 

189, numerales 11 y 20, de la Constitución Política, y previo el concepto del 

Consejo de Ministros, de conformidad con el artículo 76 del Decreto 111 de 1996. 

En su artículo 22 dispuso:  

 

Artículo 22. Las oficinas de Control Interno y Control Interno 

Disciplinario verificarán en forma mensual el cumplimiento de estas 

disposiciones, como de las demás de restricción de gastos que 

continúan vigentes; estas dependencias prepararán y enviarán al 

representante legal de las entidades, entes u organismos 

respectivos, y a los organismos de fiscalización, un informe mensual, 

que determine el grado de cumplimiento de estas disposiciones y las 

acciones que se deben tomar al respecto. 

 

En todo caso, será responsabilidad de los secretarios generales, o 

quienes hagan sus veces, velar por el estricto cumplimiento de las 

disposiciones aquí contenidas.” 

 

En tanto que el artículo 268, numeral 5, de la Constitución Política establece: 

 



  

“Art. 268.- El Contralor General de la República tendrá las siguientes 

atribuciones: 

 

5ª) Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, 

imponer las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudar su 

monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos 

de la misma” 

 

A su turno, el artículo 101 de la Ley 42 de 1993 señala: 

 

ARTÍCULO 101. (Aparte subrayado CONDICIONALMENTE 

EXEQUIBLE). Los contralores impondrán multas a los servidores 

públicos y particulares que manejen fondos o bienes del Estado, 

hasta por el valor de cinco (5) salarios devengados por el sancionado 

a quienes no comparezcan a las citaciones que en forma escrita les 

hagan las contralorías; no rindan las cuentas e informes exigidos o 

no lo hagan en la forma y oportunidad establecidos por ellas; 

incurran reiteradamente en errores u omitan la presentación de 

cuentas e informes; se les determinen glosas de forma en la revisión 

de sus cuentas; de cualquier manera entorpezcan o impidan el cabal, 

cumplimiento de las funciones asignadas a las contralorías o no les 

suministren oportunamente las informaciones solicitadas; teniendo 

bajo su responsabilidad asegurar fondos, valores o bienes no lo 

hicieren oportunamente o en la cuantía requerida; no adelanten las 

acciones tendientes a subsanar las deficiencias señaladas por las 

contralorías; no cumplan con las obligaciones fiscales y cuando a 

criterio de los contralores exista mérito suficiente para ello.” 

 

Al estar invocadas las normas antes citadas, en especial las dos últimas, y 

aplicada la sanción prevista en la última, de suyo se tiene que el acto acusado fue 

expedido en ejercicio del control fiscal que las mismas le otorgan a la Contraloría 

General de la República, por cuanto dicha sanción está prevista para actos, 

hechos u omisiones relacionados directamente con la gestión fiscal, es decir, con 

el manejo de bienes o fondos del Estado, lo cual implica entre sus elementos o 

supuestos específicos, un sujeto pasivo cualificado y un objeto, que es justamente 

la gestión fiscal. 

 



  

Son dos, entonces, los conceptos allí involucrados: El de control fiscal y el de 

gestión fiscal. Sobre el primero, siguiendo el pronunciamiento más reciente de la 

Sala de Consulta y Servicio Civil de la Corporación, se tiene la siguiente 

delimitación de ese concepto:  

 

“El control fiscal es una función pública que tiene por objeto la 

vigilancia de la gestión fiscal de la administración y de los 

particulares que manejan fondos o bienes públicos, ejercida  por la 

Contraloría General de la República3, las contralorías territoriales y la 

Auditoría General, que se cumple mediante el ejercicio del control 

financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la 

economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales, en 

forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 

principios que establece la ley ( art. 267 de la C.P.)”4. 

 

En tanto que en ese mismo pronunciamiento la gestión fiscal se define así, con 

base en el artículo 3° de la ley 610 de 2000: 

 

“Para los efectos de la presente ley, se entiende por gestión 

fiscal el conjunto de actividades económicas, jurídicas y 

tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las 

personas de derecho privado que manejen o administren 

recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y 

correcta adquisición, planeación, conservación, 

administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, 

adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes 

públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de 

sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del 

Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, 

economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, 

                                         
3 El artículo 119 constitucional señala que “La Contraloría General de la República tiene a su cargo 
la vigilancia de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración”. En la Asamblea 
Nacional Constituyente. Informe – ponencia se precisó que “...la función fiscalizadora es de interés 
primordial del Estado, en cuanto tiene que ver con el correcto manejo de las finanzas públicas que 
son objeto de su atención. Los caudales o recursos que tienen las actividades gubernamentales 
provienen del pueblo y a él deben revertir en forma de servicios. (...) la Contraloría representa a la 
sociedad en cuanto que es ella la titular de sus finanzas en último término, pues en principio lo son 
del Estado. Vela porque los recursos que le proporciona al Estado estén correctamente 
manejados”. ( Gaceta Constitucional 59, jueves 25 de abril de 1991  )  
4 Concepto Núm. 1522 de 2003,  de 4 de agosto de 2003, Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado, consejero ponente doctor Flavio Augusto Rodríguez Arce. 



  

transparencia, publicidad y valoración de los costos 

ambientales” (subrayas no son del texto) 

 

El actor invoca como violado, entre otros, el artículo 101 de la Ley 42 de 1993, 

antes transcrito, bajo el concepto de errónea interpretación por cuanto esa norma 

está restringida para aquellas personas que ‘manejen fondos o bienes del estado’, 

y que en su caso no le es aplicable toda vez que no manejaba fondos o bienes del 

Estado. De esa circunstancia también deduce la falta de competencia para 

sancionarlo y el abuso de poder. 

 

2.- Vista la motivación del acto acusado, la Sala observa que de ningún modo 

aparece señalado que la omisión del sancionado estuvo referida o guarda relación 

directa con el manejo de bienes o fondos del Estado por parte suya y, por ende, a 

la gestión fiscal antes precisada y que estuviere a cargo del inculpado. Está 

referida sí, a una gestión fiscal pero general de la Universidad Pedagógica, de la 

cual aquél no es siquiera su representante legal. 

 

De otra parte, no está siquiera examinado si el deber que el artículo 22 del 

Decreto 1737 de 1998 constituye gestión fiscal o no, pero pareciera que 

implícitamente en el acto acusado se asumiera como gestión fiscal y al actor 

como sujeto pasivo del control sobre esa gestión.  

 

Sobre el particular, la Sala advierte que esa equivalencia o subsunción no es 

procedente, por cuanto en modo alguno el mencionado artículo le está dando o 

atribuyendo a la Oficina de Control Interno y Control Interno Disciplinario el 

manejo de recursos o fondos del Estado, ni el deber y las funciones que le 

atribuye encuadran en lo que jurídica y sustancialmente es gestión fiscal. En 

realidad, esas funciones son de vigilancia o seguimiento de las actividades 

propias de esa gestión o relacionadas con  la adquisición, explotación, 

administración y disposición de bienes públicos, que integran el patrimonio del 

Estado. 

 

Una cosa es la gestión fiscal y otra muy distinta es la vigilancia o el control que 

sobre ella se ejerce, de no ser así, resultaría que el control fiscal también sería 

gestión fiscal, esto es, sería a la vez la función y el objeto de esa función.   

 



  

Así las cosas, la Sala no halla demostrado los supuestos objetivos y subjetivos 

necesarios para que la sanción impugnada, en cuanto uno de los varios medios 

de que dispone el control fiscal al estar prevista en el artículo 101 de la Ley 42 de 

1993, le pueda ser impuesta al actor por los hechos en que se funda esa sanción, 

pues conviene reiterar que la facultad sancionotoria que el artículo 101 de la Ley 

42 de 1993 le otorga a la Contraloría General de la República es como expresión 

o instrumento del control fiscal que le corresponde por mandato constitucional, y 

sólo puede obedecer a circunstancias propias de la gestión fiscal.  

 

Significa lo anterior que le asiste razón al actor en lo que concierne al cargo de 

violación de ese precepto, pues es evidente su indebida aplicación en este caso. 

 

Lo anterior no significa que el actor no pueda ser llamado a responder por su 

comportamiento en relación con el deber y las funciones que le imponía el artículo 

22 del Decreto 1737 de 1998, pues en la medida en que como servidor público 

debe responder por sus actos, hechos y omisiones que contravengan los 

ordenamientos jurídicos que sean pertinentes a su cargo, su conducta en este 

caso bien puede ser examinada por las autoridades disciplinarias competentes, a 

las cuales la Contraloría General de la República bien pudo haber acudido con 

fundamento en las pruebas de que disponía sobre la conducta del investigado, 

pero no ejercer su facultad sancionatoria, la cual le está dada como parte o 

herramienta del control fiscal que le corresponde, toda vez que la omisión que se 

le endilga al actor no tiene relación con manejo por parte suya de fondos o bienes 

del Estado. 

  

Así las cosas, la Sala considera que las anteriores son suficientes razones para 

declarar la nulidad del acusado, en orden a lo cual se revocará la sentencia 

apelada, y a título de restablecimiento del derecho se ordenará que la entidad 

demandada reintegre al actor el monto de la multa que finalmente le fue impuesta, 

cuyo pago lo efectuó el 29 de noviembre de 2002, según copia autenticada del 

comprobante que obra a folio 39, suma  que deberá ser actualizada de acuerdo 

con el artículo 178 del C.C.A. y sobre la cual se reconocerá el interés legal a partir 

de esa fecha hasta cuando quede ejecutoriada esta sentencia, por concepto de 

lucro cesante. 

 



  

Las demás pretensiones se negarán por cuanto no aparece acreditado o 

demostrado que el acto anulado le hubiera causado los perjuicios morales que 

reclama el actor. 

    

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado en Sala de lo  Contencioso 

Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y 

por autoridad de la ley, 

 

FALLA 

 

PRIMERO: REVOCASE la sentencia apelada, de 19 de febrero de 2004, mediante 

la cual negó las pretensiones de la demanda y, en su lugar, DECLARASE  la 

nulidad de las resoluciones núms. 0000183 de 22 de julio de 2002, expedida por la 

Contraloría Delegada para el sector social de la Contraloría General de la 

República, mediante la cual le impuso sanción de multa en cuantía de $ 172.700; 

00185 de 26 de agosto de 2002 del 26 de agosto de 2002, proferida por la misma 

dependencia, mediante la cual confirma la anterior en virtud del recurso de 

reposición interpuesto contra la anterior; y 01899 de 16 de octubre de 2002, de la 

Secretaría General de la Contraloría General de la República, por la cual confirma la 

primera y la modifica en cuanto aumenta el monto de la multa a $ 573.443.70 al 

decidir el recurso de apelación interpuesto contra la misma. 

 

SEGUNDO: CONDÉNASE, a titulo de restablecimiento del derecho, a la entidad 

demandada a pagarle al actor los perjuicios por daño emergente en la cuantía de 

quinientos setenta y tres mil cuatrocientos cuarenta tres pesos con setenta centavos 

($ 573.443.70), correspondientes al monto de la multa que le fue impuesta y le fue 

hecha efectiva, debidamente actualizada desde el 29 de noviembre de 2002 según 

el Indice de Precios al Consumidor (IPC) de cada año, conforme el artículo 178 del 

C. C. A., más los intereses legales causados desde el 29 de  noviembre de 2002 

por cada período mensual, todo ello hasta la fecha de ejecutoria de esta sentencia.  

 

TERCERO: NIEGANSE las demás pretensiones de la demanda 

 

Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

 

Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase. 

 



  

La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala en su sesión del 

10 de mayo de 2007. 

 

 

 

MARTHA SOFÍA SANZ TOBÓN       CAMILO ARCINIEGAS ANDRADE 

             Presidenta       Salva voto 

 

 

 

 

 

 

GABRIEL E. MENDOZA MARTELO    RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA

        Salva voto 
        

 

 

MANUEL SANTIAGO URUETA AYOLA 

Conjuez 

 
        

 

 

 

 

 

CONSTANCIA DE RELATORIA: Junio 22 de 2207.- Se hace constar que hasta la 
fecha no se han recibido los salvamentos de voto anunciados por los doctores 
Camilo Arciniegas Andrade y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


